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I. EL ORIGEN JURISPRUDENCIAL DEL CONTENCIOSO

Si tuviera que fijar una fecha concreta de nacimiento del
moderno derecho administrativo, del derecho que conocemos y
practicamos en nuestros días, creo que podría arriesgar a fijar un
día concreto sin miedo a equivocarme: el 8 de febrero de 1873, en
el que el Tribunal de Conflictos de Francia decidió el «arrét Blan-
co» (1).

Habían pasado dos años desde la caída de Napoleón III, finali-
zando el Segundo Imperio, y el Conseil d'Etat inaguraba un siste-
ma de justicia que marcará la futura evolución de esta importante
rama del Derecho.

Una niña de cinco años, francesa, de apellido español, Agnes
Blanco, fue golpeada y gravemente herida por una vagoneta carga-
da de tabaco conducida por cuatro obreros de la empresa estatal
de tabacos. El padre de la pequeña formuló ante el Tribunal Civil
de Burdeos una demanda de responsabilidad contra los cuatro
empleados. Pero añadía en su petición que se declarara, con carác-
ter solidario, responsable civil al Estado por la imprudencia de sus
empleados, condenándole a una indemnización de 40.000 francos.

El prefecto de la Gironda declinó su competencia y elevó el
tema al Tribunal des confliets, el cual, en la fecha calendada, tuvo

(!) Vid. el lexto en M. LONG, P. WEIL y G. BRAIHANT, Les granas arréls de tu jurispru-
dente administrative, Si rey, págs. 5 y ss.
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que responder a la cuestión planteada por el «Comisario del
Gobierno», Mr. David: «quelle est, des deux autorités administrative
et judiciaire, celle qui a compeíence genérale pour connaitre des
actions en dommages-intéréts contra l'Etat».

Y la respuesta fue el origen, la piedra angular, del moderno
derecho administrativo.

Dijo así el Tribunal des confliets:

«Cons. que la responsabilité, qui peut incomber á l'Etát,
pour les dommages causes aux particuliers para le fait
des personnes qu'il emploi dans le service publie, ne
peut étre régie para les principes qui sont établis dans le
code civil, por les rapports de particulier á particulier;

Que cette responsabilité n'est ni genérale, ni abso-
lúe; qu'elle a ses regles spéciales que varient suivant les
besoins du service et la nécessité de concilier les droits
de l'Etat avec les droits prives;

Que, des lors, aux termes des lois ci-dessus visees,
l'autorité administrative est seule compétenle por en
connaitre...» (2).

Existirá, pues, un derecho propio de las relaciones entre la
Administración Pública y los particulares. Y será distinto del que
regula las relaciones entre particulares.

Y esto queda dicho en una Sentencia, esto es, resulta una crea-
ción exquisitamente jurisprudencial.

El Conseil d'Etat supera al propio legislador, que, como resulta
bien conocido, en la época de la Revolución había dictado la famo-
sa Ley de 16-24 de agosto de 1790, que prohibía a los Tribunales
«troubler de quelque maniere que ce soit, les opérations des corps
administratifs», y la Ley 16 fructidor del año tercero, que prohibía
«connaitre des actes d'administration, de quelque espéce qu'ils
soient» (3).

(2) Considerando: «Que la responsabilidad en que puede incurrir el Esiado por los
daños causados a los particulares por las personas que el mismo emplea en los diversos
servicios públicos no se rige por los principios establecidos por los artículos 1382 y
siguientes del código civil para las relaciones entre particulares. Tal responsabilidad,
que no es general ni absoluta, tiene sus reglas especiales, que varían de acuerdo con las"
necesidades del servicio y la exigencia de conciliar los derechos del Esiado con los de
los sujetos privados. Corresponde, en consecuencia, al juez, administrativo, y no a los
Tribunales ordinarios, valorar dicha responsabilidad.»

(3) Sobre el significado de la legislación revolucionaria, vid. E. GARCÍA DF. I
Revolución Francesa y Administración contemporánea, Taurus, 1981, in tolo.
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He querido deternerme en este asunto, con la brevedad que
requiere el caso, porque demuestra algo que resulta especialmente
importante en estos momentos en nuestro país, en el que se está
viviendo una época de reforma de la planta jurisdiccional, a saber:
la indisoluble unidad entre la jurisdicción contenciosa y el derecho
administrativo material. Esto es, que el derecho administrativo se
genera y se desenvuelve como un producto natural de una jurisdic-
ción, y que, en consecuencia, el papel del juez contencioso y de sus
poderes es, posiblemente, el tema central de todo el derecho admi-
nistrativo, en el que, en último extremo, lo que está en juego son
las relaciones entre el poder y Jos ciudadanos, que se define a tra-
vés y por las potestades que otorguemos a esta Jurisdicción.

Resulta preocupante que no se haya entendido así y que el legis-
lador esté empeñado en tratar el proceso administrativo como una
especialidad más, dentro de un Código procesal común, sin aten-
der debidamente a lo que significa una verdadera jurisdicción con-
tencioso-administrativa.

En cualquier caso, y volviendo al tema que enmarca este traba-
jo, y como veremos detenidamente en el epígrafe correspondiente,
en alguna medida, también las competencias concretas y su distri-
bución entre las distintas instancias jurisdiccionales tienen notoria
influencia en la configuración del contencioso y, en consecuencia,
en el papel completo que ha de jugar esta jurisdicción como garan-
te de la libertad.

Lo que vale decir que el futuro rol que desempeñen los Tribuna-
les Superiores de Justicia va a resultar crucial en la evolución del
contencioso.

Y dígase lo mismo respecto del diseño de la próxima planta del
contencioso, especialmente por lo que hace referencia al juez uni-
personal, tema éste que volverá a recabar nuestra atención.

El derecho administrativo, en sus temas capitales, como se
desprende del arrét invocado, puede muy bien ser el resultado de la
propia jurisprudencia. Ha de recoger para ello el signo de su tiem-
po y conectar con las necesidades evolutivas de la sociedad a la
que tiene que servir, aprovechando los resquicios que siempre
ofrece la legalidad —a la que ha de estar sometido, desde luego, en
nuestro sistema— y, sobre todo, la capacidad de creación, vía inter-
pretación, de un derecho que sea verdaderamente útil, siempre,
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insistimos, dentro de las exigencias del principio de legalidad,
auténtico motor del sistema de justicia continental (4).

El Juez de lo Contencioso, en el ejercicio de su función aplicati-
va, ha de extraer todas las calidades y virtudes posibles de la técni-
ca interpretadora, alumbrando vigorosamente los principios cons-
titucionales y llevándolos a su debida aplicación práctica.

El artículo 106 de la Constitución permite, y aun auspicia, una
judicatura segura de sí misma y garante del ciudadano. Se poten-
cia así la posibilidad de creación de una sólida jurisprudencia que
dé cuenta de las nuevas necesidades a que someten las postrime-
rías del siglo xx a las Administraciones Públicas y a los ciuda-
danos.

II. EL ESCASO PAPEL INNOVADOR DE NUESTRA JUDICATURA

En España, la tradicional postura de los jueces de lo conten-
cioso-administrativo, desde la Ley Santamaría de Paredes hasta la
Constitución de 1978, ha quedado lejos de intentar cualquier
renovación (5). La actitud del juez administrativo se ha enmarca-
do en un low profile sin el protagonismo que en puridad podía
corresponderle, consecuencia de una legislación poco imaginativa
y de un clima político que no confiaba precisamente en la judica-
tura (6).

En efecto, la configuración de todo el proceso contencioso
como proceso revisor, junto con el lamentable sistema de ejecu-
ción de sentencias (7) y la falta de medidas cautelares (8), impe-

(4) Sobre la aplicación al juez contencioso de este principio, sigue siendo úiil la lec-
lura de L. Ducuir, Lecons de droit publie general, 1926, págs. 184 y ss.

(5) Quizá con la excepción de los llamados vicios de orden público, por demás no
exentos de críticas.

Vid. T. R. FERNÁNDKZ. La doctrina de los vicios de orden público, IEAL, 1970.
(6) Vid. E. GARCÍA DE EMERRÍA, La lucha contra tas inmunidades del poder en el dere-

cho administrativo, Madrid, 1974. Trabajo magistral en el que se demuestra incontesta-
blemente cómo esa lucha acaba pasando por la interpretación judicial, verdadero deas
ex machina de la libertad.

J. E. SURIANO, Hacia el control de ¡a desviación de poder por omisión, «Revista Españo-
la de Derecho Administrativo», núms. 40-41, págs. 173 y ss.

(7) Si bien el problema existe en otros Ordenamientos, inclusive con soluciones
mucho más complicadas que en el nuestro.

Vid. C. CHINCHILLA MARÍS, La ejecución de sentencias en el Derecho italiano: -II Giudi-
zio di Ottcmperanza». "Revista Española de Derecho Administrativo», núm. 59, págs. 427
y ss.

(8) Vid. E. GARCÍA DE ENTILRRÍA, l.a reacción del contencioso francés a la crisis del
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dían en nuestro orden procesal que el juez contencioso español
pudiera llegar a manejar los poderes que, allende nuestras fronte-
ras, se habían ido consolidando en torno al juez administrativo de
una manera natural (9).

Tal situación ha cambiado a partir de la Constitución. Con la
ayuda indiscutible de la doctrina del Tribunal Constitucional, el
juez contencioso ha comenzado a romper las cadenas de la petri-
ficada doctrina anterior y, audazmente, ha comenzado a ejercitar
con más soltura sus poderes. (Y, en ocasiones, con toda naturali-
dad, anunciando en la propia Sentencia que se cambia el rumbo y
que se instaura una nueva interpretación sobre el mismo texto. En
el estilo del más puro overruled practicado por la jurisprudencia
norteamericana, paradigma de flexibilidad interpretativa.)

Poderes escasos, hay que decirlo,.pero poderes al fin y al cabo.
Y, dicho sea de paso, con la misma legislación procesal, nues-

tra Ley de 27 de diciembre de 1956, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Sin embargo, y pese al formidable esfuerzo que se ha comen-
zado a realizar en esta línea de apoyo a los principios favor liberta-
tis, in dubio pro reo, pro cives (10) y, en general, a todos aquellos
principios que configuran el proceso contencioso como un proce-
so de carácter antiformalista, queda mucho camino por recorrer
en este sentido.

Al mismo tiempo, consecuencia del mantenimiento de la mis-
ma legislación, el avance es, por así decir, espasmódico. Esto es, a
golpes y contragolpes, puesto que, a falta de otras medidas, el juez
contencioso se ve obligado a seguir una determinada línea, que

modelo: ejecución de semencias y medidas cautelares positivas, «Revista Española de
Derecho Administrativo», núm. 60, págs. 501 y ss.; C. CHINCHILLA, La tutela cautelar en la
nueva justicia administrativa, in tolo.

(9) Sobre estos temas, vid., en general, E. GARCÍA DF. ENTERRÍA, Hacia una nueva justi-
cia administrativa, Madrid, 1989, in totum.

Hay que decir que, en muchas ocasiones, el juez se ha visto obligado a crear derecho,
incluso en el ámbito procesal, como consecuencia de esas nuevas necesidades a las que
atiende con audacia cuando fuera imprescindible garantizar el derecho de los adminis-
trados.

Vid. la admirable postura del juez de la Comunidad en el asunto Factortame, narrado
por E. GARCÍA DE ENTERRÍA en una serie de trabajos que han culminado en el artículo
publicado en el núm. 67 de la «Revista Española de Derecho Administrativo», bajo el
título La Sentencia Factortame del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas,
págs. 401 y ss.

(10) Vid. E. GARCÍA DE ENTÜRRIA, Hacia un nuevo sistema de Justicia Administrativa,
cit.. págs. 169 y ss.
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tiene que rectificar en muchas ocasiones en cuanto ve las conse-
cuencias que implica.

Un ejemplo entre otros muchos: la técnica de la suspen-
sión (11).

Sucede que, a falta de otras medidas cautelares, el juez conten-
cioso ha de apurar esta técnica para conseguir frenar las conse-
cuencias de la ejecutividad del acto administrativo. Especialmente
cuando anda por medio un derecho fundamental.

Sin embargo, la utilización excesiva de la medida suspensiva
puede traducirse, sin remedio, en la pura paralización de la Admi-
nistración, en la inoperancia de todo el sistema administrativo.

Cuando se cae en la cuenta de que esto es así, de nuevo se vuel-
ve a inutilizar la técnica suspensoria, con lo cual el ciudadano —o,
si se prefiere, el administrado— vuelve a quedar indefenso frente
a las consecuencias de la ejecutividad de los actos administrati-
vos. Y vuelta a empezar en un eterno ritornello.

El tema de las medidas cautelares se convierte así en un aspec-
to capital del contencioso y de los poderes del juez, que, natural-
mente, habrá de tener en cuenta siempre, en su aplicación, tanto
los intereses generales definidos en las normas como, en su caso,
el interés de las demás partes intervinientes en el proceso con-
tencioso, a fin de ponderar debidamente todos los intereses en
juego (12).

III. HACIA UN ESPERANZADOR CAMBIO

Tenemos que plantearnos, frente a la previsible reforma de la
Ley reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa, qué

( 1 1 ) Recientemente, J. TORNOS MAS, Suspensión cautelar en el proceso contencioso-
administrativo y doctrina jurisprudencial, «Revista Española de Derecho Administrativo»,
núm. 61, págs. 1 I 9 y ss.

Vid. un excelente resumen de la jurisprudencia del Tribunal Supremo en el libro de
J. A. SANTAMARÍA y L. PAREJO ALFONSO, Derecho Administrativo. La Jurisprudencia del Tribu-
nal Supremo, CEL'RA, págs. 335 y ss.

(12) Vid. L. PAREJO ALFONSO, La tutela judicial cautelar en el orden contencioso-admi-
nistrativo, «Revista Española de Derecho Administrativo», núm. 49. págs. 19 y ss., J. SUAV
RINCÓN, Una resolución novedosa en materia de medidas cautelares: el Auto del Tribunal
Supremo de 12 de marzo de I9S4, "Revista Española de Derecho Adminislralivo».
núm. 50, págs. 265 y ss.

Remitimos de nuevo al trabajo de E. GARCÍA DE ENTFRRÍA sobre el asumo Factortame,
op. cit., loe. cit.
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configuración general tenemos que predicar sobre el juez conten-
cioso y sus poderes (13).

Antes de nada, quiero decir que, a mi juicio, el juez contencio-
so se va a encontrar en el punto de mira de la próxima reforma
procesal. Y ello es así porque no hay duda de que juega un papel
político de primera magnitud.

En Francia hace tiempo que está aceptado que el Conseil d'Etat
es uno de los elementos claves para la interpretación del sistema
político francés, e incluso existen espléndidas monografías dedi-
cadas a resaltar este capital papel. Me atrevo a destacar —y reco-
mendar— el grueso volumen de la profesora Daniele LOSCHAK (14),
en el que se pone de manifiesto el papel central que el Conseil
d'Etat desempeña.

Por cierto que, incidentalmente, me permito señalar que este
tipo de análisis, como el realizado por la profesora LOSCHAK, tiene
muy poco que ver con lo que tradicionalmente entendemos aquí
por «interpretación política». No se trata de analizar desde pará-
metros extrajurídicos la realidad del derecho y enmarcarla dentro
de las coordenadas del sistema para proceder directamente a una
crítica ideológica del objeto de estudio. Antes bien, los análisis se
hacen desde las más puras y exquisitas técnicas jurídicas, esto es,
desde dentro del sistema, confrontando líneas jurisprudenciales
completas con el catálogo de derechos y libertades, para extraer a
continuación una valoración, también jurídica, del rol jugado por
el juez contencioso dentro de la totalidad del sistema. Es, digá-
moslo de nuevo, una valoración con técnicas del derecho, no
cayendo en fáciles y poco autorizados sociologismos o politi-
cismos.

(13) Como ya hemos anunciado, el problema principal esiá en saber si la reforma
que viene va a referirse al proceso contencioso o a toda la ley de la jurisdicción.

Dudo mucho de la virtud de un Código Procesa! común y de un simple proceso con-
tencioso como elemento resumidor de toda la especialidad.

Es cierto, no obstante, que el mito del carácter revisor del contencioso-administrati-
vo puede atacarse mejor desde un Código común que, necesariamente, habrá de ser
subjetivo a fin de trabar correctamente la relación jurídica procesal.

En fin, ya veremos si son capaces en la Comisión de Codificación de abordar así el
lema, aunque mucho nos témenos que las piezas tradicionales de refugio del poder fren-
te a la jurisdicción van a continuar incólumes sin tratar de frente los verdaderos retos
que el contencioso supone en nuestros días.

Remitimos el desarrollo de estas ideas a un futuro trabajo que esperamos entregar
pronto a la imprenta.

(14) Le role politique du juge udministratif fraileáis, LGDJ, 1972. Este libro, pese a
t e n e r casi ve in te a ñ o s , s igue s i e n d o , en mi o p i n i ó n , n o t a b l e m e n t e ú t i l
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El papel político, así definido, del juez contencioso es, por tan-
to, capital.

En este sentido, me permito aventurar que, lejos de predicar
una absoluta libertad del juez, fuera de la ley, entiendo que nues-
tro sistema jurídico pasa, una vez más, por reconocer que el juez
contencioso ha de moverse siempre sujeto estrictamente a la mis-
ma y al bloque de la legalidad. Lo que no tiene nada que ver con
una actitud poco sensible a las transformaciones operadas en la
sociedad, y de las que el juez ha de acabar dando cuenta.

La técnica para combinar debidamente ambas ideas —sujeción
a la legalidad y evolución del contencioso— está ha mucho inven-
tada y no se puede pretender ninguna originalidad.

Naturalmente, me refiero a la depuración por el juez conten-
cioso de los principios generales del Derecho. Ahí es donde hay que
buscar el equilibrio necesario entre ambas necesidades a las que
está sometido el juez contencioso (15).

En nuestra Constitución se ha apostado claramente por esta
fórmula. Sin duda, es una Constitución principialista. Y, en con-
creto, por lo que hace al juez administrativo, tiene acreditado un
camino particularmente atractivo y liberador del sometimiento
contra ratione iuris al principio de legalidad. En efecto, el artícu-
lo 103 de la Constitución señala con toda claridad que la Adminis-
tración actúa con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. Fór-
mula ésta que, como resulta conocido, proviene directamente de
la Ley Fundamental de Bonn, en la que se concibió como elemen-
to superador del sometimiento del juez a la bárbara legalidad
positiva cuando ésta vulnere cabalmente los principios constitu-
cionales y de lesa humanidad generalmente reconocidos (que era
cabalmente la legalidad del nazismo, que muchos jueces se veían
obligados a aplicar sin medios concretos para superarla) (16).

Esta ténica es predicable, obviamente, de todo juez contencio-
so, cualquiera que sea su posición dentro del orden jurisdiccional.

En el ámbito de los Tribunales Superiores puede rendir inesti-

(15) El Derecho administrativo es, sin duda, el que con mayor énfasis exige la apli-
cación y puesta al día de dichos principios al tenérselas que ver con un magma normati-
vo monumental sólo racionali/ablc medíanle eslá técnica.

Vid. E. GARCÍA OK EMKRKÍA, Reflexiones sobre la Ley y los principios generales del Dere-
cho en el Derecho Administrativo, en esta REVISIA, núm. 40, págs. 189 y ss.

(16) Vid. G. RADBRUCH, E. Soiviim y H. WELZLL, Derecho injusto v Derecho nulo.
Madrid, 1971, in loto.
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mables servicios para configurar una nueva serie de jurispruden-
cia autonómica verdaderamente progresiva.

IV. EL ENJUICIAMIENTO DE LA LEY POR LOS JUECES ORDINARIOS

Ni que decir tiene que el juez contencioso no es el juez de la
ley. Al menos, no es el juez ordinario. Es el Tribunal Constitucio-
nal, con toda claridad, como lo dispone la propia Constitución y la
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (17).

No obstante, quiero señalar que el juez contencioso, sorpren-
dentemente, sí es el juez excepcional de la legalidad (18).

Hay, al menos, cuatro supuestos en los que el juez de lo con-
tencioso puede enjuiciar leyes. Y, en su caso, inaplicadas o, más
aún, en algunos supuestos, declarar la nulidad (19).

Veamos estos cuatro supuestos.

a) En primer término, el caso de las leyes anteriores
a la Constitución (20)

Desde la primera Sentencia del Tribunal Constitucional, Sen-
tencia de 2 de febrero de 1981 (Ponente: Gómez-Ferrer Morant),
utilizando el concepto de «inconstitucionalidad sobrevenida», que-
dó claro que, respecto de las leyes anteriores a la Constitución, los
Jueces y Tribunales pueden desconocerlas en cuanto estimen que
son contrarias a la Constitución.

Decía así el Tribunal Constitucional:

(17) Vid. P. PÉRKZ TREMPS, Tribunal Constitucional y Poder Judicial, Madrid, 1985.
págs. 193 y ss.

(18) Sobre el principio de división de poderes, que eslá en el fondo de lodo este jue-
go de relaciones, vid., recientemente, el trabajo del profesor L. MARTÍN-RETORTIU.O
BAQUER, De la separación y control de los poderes en el sistema constitucional español,
«Revista del Centro de Estudios Constitucionales", núm. 4, septiembre-diciembre 1989,
págs. 47 y ss.

(19) Vid. P. PÉREZ TREMPS, op. cit., págs. 144 y ss.; J. TORNOS MAS. Inaplicación de la
Ley por los Tribunales Contencioso-Adminislrativos, «Revista Española de Derecho Admi-
nistrativo», núm. 22, págs. 453 y ss.

(20) Vid., en general, E. GARCÍA DE ENTERRÍA, La Constitución como norma jurídica y
el Tribunal Constitucional. Madrid, 1 981, págs. 83 y ss.; S. VÁRELA y M. SATRÜSTECUI, Cons-
titución nueva y leyes viejas, «Revista del Departamento de Derecho Político», núm. 7,
págs. 161 y ss.; M. ARAGÓN, «DOS cuestiones interesantes en nuestra jurisdicción constitu-
cional: control de las leyes anteriores y de la jurisprudencia», en El Tribunal Constitucio-
nal, vol. I, págs. 561 y ss.
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«Así como frente a las Leyes postconstitucionales el
Tribunal ostenta un monopolio para enjuiciar su con-
formidad con la Constitución, en relación a las leyes
preconstitucionales, los Jueces y Tribunales deben
inaplicadas si entienden que han quedado derogadas
por la Constitución, al oponerse a la misma; o pue-
den, en caso de duda, someter este tema al Tribunal
Constitucional por la vía de la cuestión de inconslitu-
cionalidad.»

Es claro, pues, que, por lo que hace a los Jueces y Tribunales,
pueden inaplicar leyes anteriores a la Constitución. Sea como
consecuencia del efecto derogatorio o como consecuencia de la
llamada «inconstitucionalidad sobrevenida», tema polémico que
ahora no interesa despejar.

Nos basta, por tanto, con identificar un primer supuesto en el
que el Juez o Tribunal, en este caso de lo contencioso, puede
inaplicar auténticas leyes, si bien anteriores a la Constitución.

Conviene recordar que nuestro constituyente, a diferencia de
lo que hizo el constituyente de la II República, no estableció un
registro de leyes que quedaban en vigor, otras que pasaban a con-
dición meramente reglamentaria y otras que estimaba nulas.

La reforma política, prudente y ejemplarmente conducida por
las fuerzas políticas, no cayó en el error republicano, que, lleno de
idealismo pero poco realista, provocó no pocos quebraderos a la
doctrina y jurisprudencia, que en muchas ocasiones no sabía, lite-
ralmente, cuál era la legislación aplicable. El ejemplo de la Ley de
Puertos fue bien patente, y hubo sentencias contradictorias a lo
largo de décadas sobre cuál era la ley en vigor. Y así con otros
ejemplos.

En nuestro actual sistema político se ha confiado en parte en
la naturaleza técnica de no pocas leyes que, despojadas de su con-
tenido más hiriente con los derechos y libertades de los ciudada-
nos, pueden seguir prestando utilidad y, sobre todo, que, manteni-
das, permiten una continuidad en el tráfico ordinario que se vería
peligrosamente alterada de haberse seguido el modelo de la Repú-
blica.

Se ha confiado en el cambio paulatino y progresivo de nuestro
nuevo Ordenamiento. Y, desde este punto de vista, se ha permitido
que hayan continuado en vigor.
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Se trata, por tanto, de auténticas leyes. Respecto de las cuales
vemos que los Jueces pueden con toda naturalidad inaplicadas.
(Naturalmente, tras haber apurado al máximo las posibilidades
interpretativas de tales normas para adecuarlas a la Constitución,
es decir, intentando hasta el límite de lo posible una interpreta-
ción conforme a la Constitución.)

Por cierto que la expresión del Tribunal Constitucional se
mueve en el terreno práctico de los efectos más que en el teórico
de la naturaleza jurídica de la operación de enjuiciamiento por el
Juez. Esto es, no se le pide al Juez que expresamente, de manera
formal, declare derogada la norma anterior a la Constitución y lo
lleve de manera explícita al fallo.

Más prácticamente, lo que se le dice al Juez es que cuando
considere incompatible con la Constitución una ley anterior (por
supuesto, el ejemplo sería también predicable de los Reglamentos,
pero aquí no se plantean los problemas que estamos analizando,
ya que con toda naturalidad y normalidad el juez contencioso
anula reglamentos de toda clase, pre y postconstitucionales), y
entienda que está derogada, la «inaplique». Esto es, no la tenga en
cuenta en sus razonamientos jurídicos, de manera que el fallo de
la Sentencia sea producido por un razonamiento en el que el Juez
no tenga en cuenta la ley-contraria a la Constitución que sea ante-
rior a ésta.

De todas maneras, las fronteras entre la inaplicación y la dero-
gación se mueven más en el terreno de la pura práctica, ya que si
se «inaplica» es porque hay que estimarla derogada o, al menos,
insusceptible de producir los efectos jurídicos normales de toda
norma, que son, como es sabido, los producidos por la vigencia y
eficacia, que es precisamente lo que el Juez, en su caso, puede
negar cuando entienda que la ley es cuestión queda inaplicada por
resultar contraria a la Constitución (21).

Es una recomendación práctica, pero que no excluye, en hipó-
tesis límite, que el Juez pueda hacer la declaración que estime
más oportuna, inclusive en el propio fallo.

Lo que se pretende es que el Juez no haga declaraciones exten-
sivas que puedan producir fallos contradictorios con otros Jueces
v Tribunales.

(21) Vid. la técnica de la preemption en J E. SORIANO, Reglamentos y Directivas en la
Jurisprudencia comunitaria, 2." ed., Madrid, 1988, págs. 19 y ss.
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Pero, en último extremo, aunque lo normal será que no tenga
que hacer una declaración expresa de inconstitucionalidad en el
fallo, si se viera obligado a hacerlo, podría llegar a incorporar tal
declaración en su resolución.

b) El supuesto de los decretos legislativos

Pese a alguna opinión en contra (22), la tesis mayoritaria,
siguiendo a E. GARCÍA DE ENTERRÍA (23), sostiene, sin género de
dudas, el control judicial, por los jueces ordinarios, de los ultra
vires producidos en el ejercicio de la delegación legislativa.

El artículo 82.6 de la Constitución, con toda claridad, establece
la competencia de los Tribunales ordinarios para enjuiciar los
excesos de la delegación.

Pues bien, en estos supuestos resulta difícil no admitir que en
el análisis que hace el Tribunal, normalmente contencioso, de
tales excesos de la delegación realizada por el Gobierno, lo que
está haciendo en realidad es enjuiciar leyes.

Cuando el Juez contencioso se enfrenta con el material nor-
mativo sobre el que ha de pronunciarse, en realidad se está
enfrentando con las leyes.

Y la operación que consiste en delimitar hasta dónde llega la
habilitación legislativa y hasta dónde no llega es, en puridad, una
operación realizada sobre la ley.

Decir lo que es ley y lo que no es, en último extremo, es pro-
nunciar un juicio sobre la propia ley. Aquello que resulte no ser
ley, a juicio del juez ordinario, justamente dejará de tener esa con-
sideración. Y eso, en pura lógica, es un juicio sobre la propia ley.

Juicio que, además, se incorpora al fallo.
Aquello que el Juez ordinario, ad exemplum cualquier Tribunal

de lo Contencioso, diga que no es ley, y además lo anule, deja de

(22) J. JIMÉNEZ CAMPO, El control jurisdiccional de los decretos legislativos, «Revisla
de Derecho Polílico», núm. 10, 1981, págs. 77 y ss.; I. DE OTTO PARDO, Derecho Constitu-
cional. Sistema de Fuentes, págs. 189 y ss.

Vid. sobre esle lema, con carácter general, P. PÉREZ TREMPS, op. cit., loe. últ. cit.
(23) Ahora explicilada de nuevo en el conocido Curso de Derecho Administrativo, en

colaboración con T. R. FERNÁNDEZ, 5.a ed., págs. 284 y ss. Anles, en su conocida obra
Legislación delegada, potestad reglamentaria y control judicial, Madrid, 1970. en especial
el primero de los esludios que componen esle volumen.

En mi opinión, el Constituyente siguió muy de cerca, incluso en la lerminología. las
lusis del maestro de la Complutense.
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tener dicha cualidad, que antes del pronunciamiento del Juez o
Tribunal sí que tenía tal consideración.

No insistiremos más sobre este punto, puesto que nuestro
modesto objetivo ahora no es estudiar en profundidad los decre-
tos legislativos, sino, más sencillamente, detectar los nuevos pode-
res del juez contencioso y animar este movimiento que permitirá
concluir en una judicatura vigorosa y bien consolidada que permi-
ta que en poco tiempo podamos hacer también en nuestro país
una colección de Granas Arréts de la jurisprudencia administra-
tiva.

c) El supuesto de las leyes marco

El artículo 150.1 de la Constitución da lugar a una figura legis-
lativa que tiene notable vitalidad en otros sistemas jurídicos, pero
que en el nuestro ha quedado prácticamente inédita (24).

Las leyes marco, como viene sucediendo en general con las
leyes establecidas en el artículo 150, no gozan del predicamento
que pudiera derivarse de una lectura neutra de la Constitución.

Por este motivo, y porque las relaciones de articulación entre
el Estado y las Comunidades Autónomas han transitado por el
camino abierto en el artículo 149 de la Constitución, en la técnica
legislación básica-legislación de desarrollo, la legislación marco
ha carecido del suelo normativo en el que germinar.

No obstante, como posibilidad legislativa existe con toda clari-
dad, y quizá en una relación más fluida en el futuro entre el Esta-
do y las Comunidades Autónomas pueda dar el juego que el cons-
tituyente pensó para este tipo legislativo. Me atrevo a sugerir que
es una fórmula que, a propósito de la aplicación de las Directivas
de la Comunidad Económica Europea, puede llegar a resultar el
instrumento más adecuado para asegurar el papel que correspon-
de al Estado y a las Comunidades Autónomas en el desarrollo,
previa recepción, de esta peculiar fuente legislativa establecida en
el artículo 189 del Tratado CEE.

En cualquier caso, volviendo al tema que ahora nos ocupa,
recordemos que en este precepto se establece, en su inciso segun-
do, que:

(24) Vid. CUOCOLO, Le leggi cornicc nei rupporti fru Sralu c Región!, Milán. 1967,
págs. 1 7 y ss.
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«Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad de con-
trol de las Cortes Generales sobre estas normas legis-
lativas de las Comunidades Autónomas.»

La referencia, en plural, a los Tribunales no deja lugar a dudas
sobre el significado de la expresión.

Aquí, una vez más, y como hemos visto que sucedía a propósito
de los Decretos Legislativos —en una construcción técnica que
permitiría encontrar notables puntos de coincidencias sobre
ambas figuras de control — , el constituyente, con toda claridad, ha
querido que la fiscalización de la adecuación de la legislación,
autonómica, tan legislación como la del Estado, sea compartida
por los Tribunales ordinarios de Justicia, en general, y por los Tri-
bunales de lo Contencioso-Administrativo en particular.

Y en la medida en que el resultado normativo de la operación
entre la ley de principios del Estado y la operación de desarrollo
normativo por las Comunidades Autónomas no se ajuste a lo esta-
blecido, podrán los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo
entrar recto y por derecho en la operación, anulando los ultra
vires autonómicos.

Quede así identificado este tercer supuesto de ampliación de
los poderes de control del juez contencioso sobre normas con
rango de ley.

d) LOA' supuestos de aplicación preferente del derecho comunitario

Por lo novedoso del mismo y porque, sin duda, va a ser uno de
los supuestos más frecuentes de ampliación del poder del juez
contencioso frente a las normas españolas, cualquiera que sea su
rango, clase y función (25), este tema constituye uno de los aspec-
tos emblemáticos de los nuevos poderes que el juez, y singular-
mente el juez de lo contencioso, va a tener frente a las Administra-
ciones Públicas.

Conocemos con claridad el significado de la aplicabilidad
inmediata, el efecto directo y la primacía de la normativa comuni-

(25) La novedosa teoría sobre la (unción de la norma en el cuadro del sistema cons-
titucional ha sido puesta de manifiesto por el profesor R. GÓMKZ-FIÍRRKR en un espléndi-
do trabajo. Relaciones eiure leves: competencia, ¡crurqnía v junción constitucional.
núm. 113 de esta REVISTA, págs. 7 y ss.
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taria, distinguiendo debidamente entre los Reglamentos y las
Directivas (26).

Pues bien, la primacía de la norma comunitaria implica, por de
pronto, el reconocimiento de la preferencia aplicativa de la misma
sobre cualquier otra fuente interna que se le oponga. Es, en lo
fundamental, un efecto que ha de tener su reconocimiento natural
en sede judicial, en caso de plantearse conflicto respecto de la
aplicación de la norma interna.

Ahora bien, dicho lo anterior, conviene precisar que el Ordena-
miento comunitario, a través de los jueces nacionales de los
distintos países miembros, no se preocupa, porque no es su come-
tido, de plantear qué sucede con la norma interna que se oponga a
la comunitaria y que, por lo pronto, ha de quedar inaplicada.

En términos generales, nos parece adecuado sostener que la
tesis más prudente y flexible es la de la preemption, esto es, la de
provocar un «efecto desplazamiento» de la norma interna contra-
ria a la comunitaria, sin que los jueces nacionales tengan que
preocuparse por dar cuenta de las consecuencias prácticas de la
aplicación preferente del derecho comunitario.

Esta indubitada preferencia no es matizable, siquiera, por la
vía de plantear una cuestión de constitucionalidad.

Primero, porque el derecho comunitario no es parámetro de la
constitucionalidad. Así lo ha recordado recientemente el propio
Tribunal Constitucional en su Sentencia 132/1989 (sobre Cáma-
ras Agrarias), cuando señala:

«En primer lugar ha de indicarse que el artículo 7 del
Tratado de Roma no puede ser utilizado como pará-
metro directo de constitucionalidad. Pero aun de
admitirse, por la naturaleza de su contenido, dada la
conexión que la jurisprudencia comunitaria le ha
dado con la protección de los derechos humanos
sobre todo en materia de libre circulación de perso-
nas — que el precepto comunitario de acuerdo con el
artículo 10.2 CE pudiera servir de pauta para la inter-
pretación del artículo 14 de la misma...»

(26) Vid. J. E. SORIASÜ, Reglamentos y Directivas en la Jurisprudencia comunitaria,
2.» ed., Madrid, 1988, págs. 57 y ss.
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Y, en segundo lugar, porque tal procedimiento, que sería retar-
datario de la debida aplicación del orden comunitario, y que fue
uno de los caballos de batalla del dualismo italiano, se zanjó defi-
nitivamente por el Tribunal de Justicia de las Comunidades en el
conocido arrét Simmenthal.

El juez español, en caso de conflicto entre una norma comuni-
taria que tenga aplicabilidad inmediata y efecto directo y una nor-
ma española, ha de proceder a dar preferencia aplicativa a la nor-
ma comunitaria. Se trate de un Reglamento o de una Directiva de
la Comunidad (cuando éstas tengan efecto directo y sólo en estos
casos) (27). Incluso, como en los casos en que una norma
comunitaria haya sido desarrollada por una ley dictada por las
Cortes, cuando ésta haya sido dictada vulnerando lo dispuesto en
la norma comunitaria (28).

Ahí, por tanto, se vuelve a descubrir un supuesto, de importan-
cia creciente, de aplicación por el juez contencioso de los poderes
de control y fiscalización de normas, inclusive aunque tengan ran-
go de leyes (29).

No insistiremos sobre este punto, al que nos hemos dedicado
monográficamente, remitiendo el lector interesado a la bibliogra-
fía ya citada (30).

En resolución, tenemos que destacar que, al menos en estos
cuatro supuestos, no cabe duda de que el juez contencioso ve
notoriamente incrementados sus poderes. Y tiene que descubrir,
con naturalidad, que está llamado a jugar un papel crucial en
defensa de los derechos de los administrados, inclusive frente a
normas de rango legal.

Sin retórica alguna, los Tribunales y Jueces de lo contencioso
están abocados, pues, a convertirse en piezas centrales del enjui-
ciamiento del poder. Inclusive, eventualmente, del poder legisla-
tivo.

(27) Vid. J. E. SORIASO, op. cit., págs. 1 15 y ss.
(28) Asumo Fratelli Coslanzo. Vid. el comentario a esta importante Sentencia, que

provoca el efecio directo frente a la Administración, inclusive respecto de Leyes del Par-
lamento, en J. E. SORIA\O. El efecto directo de las Directivas frente a la Administración.
"CISS", núm. 64, págs. 1 12 y ss.

(29) Naturalmente, no se pretende ningún carácter monopoli/.ador por el Juez con-
tencioso de esta preferencia aplicativa y consecuente desplazamiento de la norma
comunitaria, puesto que es una exigencia general aplicable por lodo Juez.

(30) Vid. nuestro trabajo Comunidades Autónomas v Comunidad Europea, Madrid.
1990. págs. 21 1 y ss.
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V. LA REFORMA QUE VIENE

La Ley Orgánica del Poder Judicial dedica el Título IV del
Libro I a la composición y atribuciones de los órganos jurisdiccio-
nales.

Se atiende, como bien señala la Exposición de Motivos de la
Ley, a la nueva organización del poder territorial del poder, apli-
cando el principio autonómico que tiene en esta sede, como ele-
mento principal, a los Tribunales Superiores de Justicia, en los
que culmina la organización judicial en el ámbito territorial de
cada Comunidad Autónoma.

A efectos judiciales, la organización territorial se distribuye
entre Municipios, Partidos, Provincias y Comunidades Autóno-
mas, de una parte, y el territorio nacional, por otra (31).

Esta distribución se refleja en que sobre las primeras circuns-
cripciones, a efectos del contencioso, existirá en cada provincia,
con jurisdicción en toda ella y con sede en su capital, uno, o más,
juzgados de lo contencioso-administrativo (32).

Confieso públicamente mis dudas sobre la bondad de esta figu-
ra del juez unipersonal de lo contencioso-administrativo (33).

No solamente es contrario a la tradición, sino que resulta difí-
cil que el control y la fiscalización del poder recaiga sobre un solo
juez no suficientemente arropado en una Sala completa.

La tarea que van a tener va a ser muy ardua. Y no me refiero
sólo a los aspectos técnicos, que ya de por sí son considerables,
sino a la presión enorme que un Juez de estas características va a
tener que soportar. Y sería muy fácil poner ejemplos en los que se
demuestre, con toda claridad, la conveniencia y oportunidad de
que el Juez de lo Contencioso actúe en el seno de un órgano cole-
giado y no aislado frente el Poder político.

(31) Vid. sobreesté punto las recientes consideraciones de la Sentencia del Tribu-
nal Constitucional núm. 56/1990, de 29 de marzo, recaída en los recursos de inconstilu-
cionalidad promovidos por diferentes Comunidades Autónomas contra determinados
preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Fundamento Jurídico. C. 17.

(32) Además de preverse que, cuando el volumen de asunlos lo requiera, se podrán
establecer uno o más Juzgados de lo Contencioso-Administrativo en las poblaciones que
por ley se determine, que tomarán la denominación del municipio de su sede y extende-
rán su jurisdicción al partido correspondiente. También podrán crearse excepcional-
menle Juzgados de lo Contencioso-Administralivo que extiendan su jurisdicción a más
de una provincia dentro de la misma Comunidad Autónoma.

(33) Vid. J. TORNOS MAS, IM situación actual del proceso coníencioso-administrativo,
en esla REVISTA, núm. 122, pág. 109.
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En definitiva, y con todos los respetos, me parece un grave
error de la Ley haber configurado al Juez de lo Contencioso, aun-
que sea limitadamente, como Juez unipersonal. Y entiendo que
todavía se está a tiempo de corregir dicha equivocación.

En las distintas Comunidades Autónomas existirá el Tribunal
Superior de Justicia, que culmina la organización judicial de las
mismas.

Sobre todo el territorio nacional ejercerá su potestad jurisdic-
cional la Audiencia Nacional y el Tribunal Supremo.

En el Tribunal Supremo, de acuerdo con las prescripciones del
artículo 55 de la LOPJ, desarrollada por la Ley de Planta (Ley 38/
1988, de Demarcación y Planta Judicial), existe la Sala Tercera,
que asume las competencias de las antiguas Salas Tercera, Cuarta
y Quinta.

Por su lado, según lo dispuesto en el artículo 64 de la misma
Ley, en la Audiencia Nacional se mantiene la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo, coincidiendo con lo que ya establecía la nor-
mativa de creación de la Audiencia de 4 de enero de 1977.

En los artículos 70 y siguientes se establecen las competencias
y atribuciones de los Tribunales Superiores de Justicia, en cuyo
estudio tenemos que centrarnos por su carácter novedoso.

Antes de nada, tenemos que hacer una reflexión general: mien-
tras no esté aprobada la ley reguladora del proceso contencioso-
administrativo, no cabe perfilar definitivamente el conjunto de
atribuciones de esta jurisdicción (34). O, mejor dicho, sin duda
alguna esta nueva ley —prevista y de la que conocemos ya algún
anteproyecto— tendrá una incidencia fundamental en toda la
operatividad del proceso contencioso (35). Especialmente por lo
que hace al novedoso recurso de casación, todavía no inaugurado
formalmente, precisamente a consecuencia de la falta de la ley
reguladora del proceso contencioso (36).

Merece la pena recordar en estos momentos la posición de
dicho anteproyecto, porque resulta indicativa de por dónde irá

(34) Véase, de nuevo, la necesidad de una aulénlica ley de la jurisdicción conlencio-
sa y no una mera ley del proceso administrativo.

(35) El Ministerio de Justicia, a través de la Secretaría General Técnica, publicó en
1986 un proyecto regulador del proceso contencioso-adminislralivo.

(36) Sobre el recurso de casación y las modalidades de la «casación regional», vid. la
STC 56/1990. FJ 33.

Vid. el reciente Auto del Tribunal Supremo de 20 de marzo de 1990, comentado en la
«Revista Española de Derecho Administrativo", núm. 66. por J. GONZÁIHZ PIÍRIÍZ y M. PULI-
DO QLECI-.DO.
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con toda seguridad el futuro competencial de dicho proceso, que,
naturalmente, coincide, como no podía ser menos, con los dicta-
dos de la LOPJ, bien que precisando y añadiendo algunos puntos
de interés, ya que la LOPJ resulta un tanto ambigua por lo que se
refiere a los Tribunales Superiores de Justicia.

Decían así estos preceptos:

«Art. 9. Los Juzgados de lo Conléncioso-Admi-
nistrativo conocerán en única o primera instancia,
según lo dispuesto en esta Ley, de los recursos que se
deduzcan en relación a:

1. Los actos y disposiciones emanados de los
entes integrados en la Administración Local.

2. Los actos y disposicines emanados de la Admi-
nistración de las Comunidades Autónomas, de nivel
orgánico inferior a Consejero, cuando sean confir-
mados en alzada o en vía de fiscalización por Órga-
nos superiores de la Administración autonómica.

3. La impugnación de proclamación de candida-
turas y candidatos efectuada por las Juntas Electora-
les en el procedimiento electoral.

Art. 10. Las Salas de lo Contencioso-Administra-
tivo de los Tribunales Superiores de Justicia conoce-
rán:

1. En única instancia:
a) De los recursos contra actos y disposiciones

emanados de Órganos de la Administración del Esta-
do de nivel inferior a Secretarios de Estado.

b) De los recursos contra actos y disposiciones
emanados de Ministros y Secretarios de Estado,
cuando confirmen íntegramente en alzada o en vía de
fiscalización los procedentes de Órganos inferiores.

c) De los recursos frente a actos y disposiciones
de la Administración Institucional del Estado, salvo
cuando por vía de recurso o fiscalización sean modi-
ficados o revocados por los Ministros o Secretarios
de Estado.

d) De los recursos que se formulen contra actos
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y disposiciones de la Administración universitaria y
de la corporativa de ámbito no estatal.

e) De los recursos que se formulen contra actos
y disposiciones emanados del Consejo de Gobierno
de una Comunidad Autónoma, de su Presidente y de
los Consejeros, salvo los confirmatorios en vía de
recurso o de fiscalización de resoluciones de órganos
jerárquicamente inferiores o entes institucionales de
la Comunidad Autónoma.

f) De los recursos que se formulen contra actos y
disposiciones de los Órganos de gobierno de las
Asambleas Legislativas de las Comunidades Autóno-
mas, de sus Comisionados y de quienes actúen por su
delegación, en lo relativo a materias de personal,
contratos y gestión patrimonial.

g) Del recurso contencioso-electoral contra los
acuerdos de las Juntas Electorales en materia de pro-
clamación de electos, así como sobre la elección y
proclamación de Presidentes de las Corporaciones
Locales.

2. En apelación, de los recursos de esta naturale-
za que se promuevan contra resoluciones de los Juz-
gados de lo Contencioso-Administrativo, en los casos
en que proceda con arreglo a esta Ley (37).

3. En recurso de revisión, en los supuestos esta-
blecidos (38).

4. Igualmente conocerán de las competencias
suscitadas entre Juzgados de lo Contencioso-Admi-
nistrativo con sede en la Comunidad Autónoma.»

De otra parte, las sentencias de los Tribunales Superiores de
Justicia serán susceptibles de recurso de casación ante el Tribunal

(37) Artículo 82: «1. Las semencias de los Juzgados de lo Contencioso-Administrati-
i'O serán susceptibles de apelación ante la Sala de lo Contencioso-Administralivo del Tri-
Dunal Superior de Justicia correspondiente, salvo que se hubieran dictado en asuntos
:uya garantía sea inferior a un millón de pesetas. 2. Serán siempre susceptibles de ape-
ación las sentencias que resolvieron asuntos de cuantía indeterminada y aquellas que
declararen la inadmisibilidad del recurso.»

(38) De acuerdo con lo previsto en el artículo 103 del mismo Anteproyecto, las sen-
lencias lirmes de los Juzgados de lo Coniencioso-Adminisirativo serán susceptibles de
recurso de revisión ame la Sala de lo Coniencioso-Administrativo del Tribunal Superior
Je Justicia correspondiente. (Los motivos son los tradicionales de la revisión.)
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Supremo, siempre que hayan sido dictadas en única instancia en
relación con actos y disposiciones de Órganos de la Administra-
ción del Estado, así como de los procedentes de las Comunidades
Autónomas, siempre que se funden en infracción de normas no
emanadas de éstas (39).

Parece cerrada la polémica sobre la instauración de tal recur-
so, esto es, si ha sido ya introducido por la LOPJ o si es necesario
esperar a la ley de desarrollo, tesis ésta que me resulta más con-
vincente, coincidiendo con el Auto citado (40).

Y cabe, asimismo, el recurso de revisión para unificación de
doctrina contra sentencias dictadas en apelación por las Salas
de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de
Justicia, cuando hubieran dictado sentencias contradictorias res-
pecto a los mismos litigantes u otros diferentes en igual situación,
donde en mérito a hechos, fundamentos y pretensiones sustan-
cialmente iguales se llegue a pronunciamientos distintos.

Hagamos una breve comparación entre el Anteproyecto con lo
dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

a) Por de pronto, por lo que se refiere a la Administración del
Estado, precisa con toda claridad el nivel orgánico de los actos y
disposiciones susceptibles de recurso, puesto que la LOPJ se limi-
ta en este punto a decir que la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo conocerá en única instancia de los recursos contencioso-
administrativos contra los actos y disposiciones de los órganos de
la Administración del Estado que no estén atribuidos o se atribu-
yan por ley a otros órganos de este orden jurisdiccional. (O bien
de aquellos recursos contra actos y disposiciones emanados de
Ministros y Secretarios de Estado, cuando confirmen íntegramen-
te en alzada o en vía de fiscalización los procedentes de Órganos
inferiores.)

Bien es cierto que esta delimitación negativa se completaba
con las normas que atribuían competencias al Tribunal Supremo,
en las cuales se establecía que dicho Alto Tribunal conocerá en
única instancia de los recursos contenciosp-administrativos que
se promuevan contra actos y disposiciones emanadas del Consejo

(39) Vid., de nuevo, la STC 56/1990. ibidem.
(40) De ludas formas, se eslán viviendo momentos de zigzagueos y perplejidades,

ton planteamientos continuos de conflictos de competencias positivos y negativos,
provocando siluaciones de incertidumbre a los recurrentes. Por ello resulta urgente
aclarar la situación legislativamente y con claridad.
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de Ministros o de sus Comisiones Delegadas. Y que, por su parte,
el artículo 66 de la misma LOPJ atribuía a la Audiencia Nacional
el conocimiento en única instancia de los recursos contra disposi-
ciones y actos emanados de los Ministros y Secretarios de Estado
(salvo que confirmen en vía administrativa de recurso o en proce-
dimiento de fiscalización o tutela los dictados por órganos o enti-
dades distintos, cualquiera que sea su ámbito territorial).

De esta forma, y en sustitución de las Audiencias Territoriales
(art. 10 de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa, en relación con
el art. 6 del Real Decreto-ley de 4 de enero de 1977), se confirma el
tradicional criterio de establecer un orden jurisdiccional paralelo,
en lo que al Estado se refiere, a la distribución jerárquica de la
Administración del Estado.

Los Tribunales Superiores de Justicia no son, por tanto, exclu-
sivamente autonómicos, sino que, además de esa función, que lue-
go analizaremos, también cumplen, como órganos estatales que
son, la función de impartir y decir justicia al propio tiempo. Insis-
timos que en medida semejante de las anteriores Audiencias Terri-
toriales, a las que la Sala del Tribunal Superior de Justicia sustitu-
ye en este punto.

Ahora bien, resulta criticable que la atribución en bloque a los
Tribunales Superiores se quiera hacer sin las debidas matiza-
ciones.

Porque, puestos a instaurar a los Juzgados unipersonales,
parece más lógico que éstos conozcan de las pretensiones peque-
ñas, por su trascendencia o ínfima cuantía. Sin que el hecho de
que procedan de la Administración del Estado nos parezca título
suficiente para automáticamente deferir dicha competencia al Tri-
bunal Superior.

b) Añade la importante precisión sobre la fiscalización de la
Administración institucional.

Es de señalar que el Tribunal Superior de Justicia de Madrid
será, así, el normalmente competente para conocer de estos recur-
sos al residir en dicha Comunidad Autónoma la inmensa mayor
parte de los órganos centrales de tales Instituciones que, vía
recursos administrativos, son las que acaban expresando la volun-
tad de la Administración Institucional.

cj Se atribuye, asimismo, a los Tribunales Superiores de Jus-
ticia el conocimiento de los recursos formulados contra los actos
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de las Universidades que se encuentren en su ámbito territorial, y
en única instancia. De igual forma, se les atribuye también respec-
to de las Corporaciones de ámbito no estatal ubicadas en su cir-
cunscripción.

Prácticamente, supone que los Colegios Profesionales, Cáma-
ras de Comercio y otros entes corporativos de ámbito provincial y
regional (en lo general) van a encontrar la medida del derecho en
su propio Tribunal Superior de Justicia.

Se vuelve a añadir de esta manera una importante precisión a
lo dispuesto en la LOPJ, que sólo habría permitido llegar a este
resultado, si se admitiera la calificación de las Universidades y de
los entes corporativos como «Administración indirecta del Esta-
do», lo cual es, desde luego, más que dudoso, por cuanto tales
entes disponen de autonomía —inclusive reconocida como dere-
cho fundamental respecto de las Universidades— (41). Lo que
exige un enorme rigor en la utilización de dicha categoría.

Parece, por tanto, enormemente útil la precisión que hace el
Anteproyecto. Y que viene, por demás, a coincidir con el criterio
tradicional que se desprendía de los artículos 7 y siguientes de la
Ley de la jurisdicción contenciosa.

En este punto, el Tribunal Superior de Justicia, en su Sala de lo
Contencioso, vuelve a tener clara configuración regional. Bien
que, insistimos, nos encontramos ante entidades que disponen de
su propia autonomía, ligada, en medida no desdeñable (aunque
no exclusiva), al servicio de la Autonomía Territorial.

d) En cuanto a la atribución a la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de los recursos que se formulen contra actos y dis-
posiciones de los Órganos de Gobierno de la Comunidad Autóno-
ma (Consejo de Gobierno, Presidente, Consejeros), confirma
plenamente lo dispuesto en la LOPJ —art. 74.bJ— y, con toda clari-
dad, es uno de los elementos que configuran al Tribunal Superior
de Justicia como Tribunal Autonómico, al establecer una clara
correlación entre el orden jurisdiccional y la Administración au-
tonómica.

En cuanto a la excepción «que confirmen en vía administrativa
de recurso o en procedimiento de fiscalización o tutela los dicta-

(41) Esla es la postura del Tribunal Constitucional, que no compartimos, en la Sen-
encia 26/1987. de 27 de febrero.l
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dos por órganos o entidades distintos» (74 LOPJ), con las matiza-
ciones introducidas por el Anteproyecto en sus artículos noveno y
décimo, tenemos que comentar que no se nos oculta que presenta
dificultades enormes la distinción entre aquellos actos del órgano
superior meramente confirmatorios y aquellos otros que constitu-
yen una decisión compartida al disponer el órgano superior que el
acto del inferior se cumpla sometido a condicionantes, modos o
rectificaciones.

Ciertamente, podría pedirse una mayor claridad en la redac-
ción, si bien este tipo de atribuciones competenciales resultan tra-
dicionales en nuestro contencioso.

Debería aprovecharse este momento para introducir reglas de
mejor claridad y con redacción más feliz.

e) En la misma línea de configurar al Tribunal Superior en su
veste autonómica figura el apartado f) de dicho precepto, al atri-
buirle en única instancia el conocimiento de los recursos que se
interpongan contra los actos de las Asambleas'Legislativas de las
Comunidades Autónomas, en todo lo referente a personal, contra-
tos y gestión patrimonial.

La expresión «contratos y gestión patrimonial» concreta en el
texto del Anteproyecto la fórmula más ambigua de la LOPJ de
«actos de administración».

Como resulta conocido, ha sido rigurosamente novedoso el
procedimiento de apertura de los interna corporis, que tradicio-
nalmente quedaban excluidos del control del poder judicial ordi-
nario.

Anteriormente a la Constitución, los actos de las Cámaras no
podían ser sometidos a control jurisdiccional. Hubo casos
flagrantes, como la sanción a un Letrado de las Corles (GIL
ROBLES), que quedaron sin protección alguna, como consecuencia
de la falta de legitimación pasiva de éstas para ser sometidas a
enjuiciamiento.

Esto cambió sustancialmente a partir de la Constitución y del
conjunto de normas que se dictaron para asegurar la plena efecti-
vidad del artículo 24 de la Constitución en todos los ámbitos.
Y, así, frente a los actos de las Cámaras, del Consejo General del
Poder Judicial, del propio Tribunal Constitucional, Tribunal de
Cuentas, Defensor del Pueblo y, desde luego, de las Asambleas
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Autonómicas, se generó la defensa de los terceros que podían
verse menoscabados en sus derechos (42).

El tema ha suscitado una polémica bastante profunda, por
cuanto al calor de tales disposiciones se han puesto de manifiesto
doctrinas y teorías que pretenden ver en tales normas la confirma-
ción de la tesis de la personalidad jurídica del Estado. Ideas éstas
que han tenido también respuesta en tesis contrarias mantenedo-
ras de la tradicional postura, dominante en Derecho administrati-
vo, de mantener la personalidad de la Administración, y no del
Estado en su conjunto, como mecanismo definidor de la relación
jurídica administrativa (43).

No interesa aquí ese, por demás importante, debate.
Lo fundamental es constatar la apertura del juez ordinario a

ámbitos antes excluidos de su fiscalización. Aumentan así tam-
bién sus poderes frente a lo que era tradicional.

Y en este caso, haciéndose eco de esa normativa, con carácter
general, se estipula que serán las Salas de lo Contencioso-Admi-
nistrativo de los Tribunales Superiores de Justicia las encargadas
de establecer el control sobre tales actos cuando sean producidos
por las Asambleas Legislativas autonómicas.

Y, en este sentido, los Tribunales Superiores resultan también
Tribunales autonómicos.

\ f) Por último, se les atribuye el proceso contencioso-electoral
tanto contra los acuerdos de las Juntas electorales —sobre procla-
mación de electos— como sobre la elección y proclamación de los
Presidentes de las Corporaciones Locales.

Obsérvese que no se prevé recurso ante el Tribunal Supremo.
De ahí a forzar el recurso de amparo hay un paso solo.
No hay explicación técnica para esa ausencia. Sólo se puede

entender en clave estrictamente política: las Autonomías mayores
no habrían dado su apoyo a la LOPJ ni a la legislación electoral si
se hubiera previsto el recurso ante el Tribunal Supremo.

(42) Vid. el prólogo de E. GARCÍA DE ENTERRÍA al libro de L. M DÍEZ-PICAZO. La auto-
nomía administrativa de las Cámaras parlamentarias, Madrid, 1985.

(43) En torno a esla polémica, vid. L. LÓPEZ GUERRA. La personalidad jurídica del
Estado, «Revista de Derecho Político», núm. 6; J. L. MARTÍNEZ LÓPEZ-MIÑIZ, El concepto de
Administración Pública en la Ley de lo contencioso, tras la Constitución de 1978, núm. 96
de esla REVISTA; J. A. SANTAMARÍA PASTOR, Sobre ¡a personalidad jurídica de las Cortes
Generales. Una aproximación a los problemas de las organizaciones estatales no adminis-
trativas, «Revista de Derecho Polílico», núm. 9; L. ORTF.GA, La concepción subjetiva del
Derecho Administrativo tras la Constitución española de 1978, Albacete. 1989; J. E. SURIA-
NO, Apuntes de Derecho Administrativo, Salamanca, 1990.
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g) Junto con ello, conocen en segunda instancia de los recur-
sos —que serán de apelación y, en su caso, de revisión— contra
las resoluciones de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo
de la Comunidad Autónoma.

Y, asimismo, se les atribuye el conocimiento de las cuestiones
de competencias entre los Juzgados de lo Contencioso-Adminis-
trativo con sede en la Comunidad Autónoma.

Al conocer en apelación de las sentencias y demás resolucio-
nes de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo, puesto que
resulta que no cabe casación ante el Tribunal Supremo de las
resoluciones dictadas en segunda instancia por los Tribunales
Superiores de Justicia, prácticamente serán los últimos Tribuna-
les en todas las materias de que conozcan los jueces de lo conten-
cioso-administrativos.

Y, tal como reza el anteproyecto, será fundamentalmenete todo
lo relacionado con el régimen local.

Por tanto, respecto de esta materia, en definitiva, respecto de la
articulación político-territorial de su región, será el Tribunal
Superior de Justicia el que fije la doctrina jurisprudencial.

Lo cual no deja de sorprender, puesto que la consecuencia
inmediata que producirá dicha atribución será la de que sobre un
mismo texto legal estatal (Ley de las bases del régimen local, texto
refundido, reglamentos estatales) se producirá irremediablemente
una jurisprudencia fragmentada y distinta entre sí.

Si a ello añadimos que cualquier acto local, no obstante su
trascendencia, pasa automáticamente a ser atribuido a los Juzga-
dos unipersonales, se comprenderá fácilmente que parezca criti-
cable esta atribución.

Hay actos locales que, por su especial importancia, no parece
aconsejable que pendan de un juez unipersonal situado en la base
de la pirámide.

No es de recibo que los actos de las Administraciones Locales
hayan pasado, sin más, a considerarse actos propios de Adminis-
traciones menores. Y, al mismo tiempo, que todo acto de la Admi-
nistración del Estado, aunque sea ínfimo, exija su atribución a un
órgano superior, al que hace perder el tiempo al entretenerle en
cualquier nimiedad.

La unificación de doctrina se prevé vía recurso de revisión.
Que, naturalmente, habrá de respetar las soluciones de fondo a
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que hubieran llegado en cada caso las sentencias cuya contradic-
ción se denuncie.

Se remite a la casación en cuanto a su preparación, interposi-
ción y decisión. Con lo cual se continúa en la línea de connfundir
ambos recursos. Lo que entendemos que no es bueno para el sis-
tema procesal contencioso. Es llegada la hora de volver por los
fueros de cada recurso, máxime si la casación pasa a ser un recur-
so, extraordinario pero normalizado, del proceso contencioso-
administrativo (44).

V. CONCLUSIONES

¿Qué conclusiones generales cabe extraer de la LOPJ y del
Anteproyecto de Ley reguladora del proceso contencioso? ¿Qué
conclusiones, con carácter general, podemos deducir de la confi-
guración del juez contencioso en el ordenamiento constitucional y
comunitario?

Por de pronto, hemos de destacar que los poderes, el conjunto
de atribuciones y potestades del juez contencioso, desbordan el
tradicional cauce por el que habían discurrido hasta ahora. Tiene,
a no dudar, un ámbito bastante más amplio que el que tradicio-
nalmente se le había asignado.

Y tenemos que exigir toda la audacia, dentro de la legalidad,
que hoy cabe pedir al juez frente a los poderes públicos, represen-
tados en el día a día por la Administración.

Y, naturalmente, exigir un cambio de legislación en el que se
contemplen las medidas cautelares, auténtico mighty problem del
contencioso, así como las fórmulas más efectivas para garantizar
el resultado de los pleitos, de manera que las Sentencias se ejecu-
ten efectivamente, cumpliendo el mandato constitucional de que
el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos,
juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusiva-
mente a los Jueces y Tribunales.

En segundo término, y concretamente por lo que hace a las
competencias de las Salas de lo Conlencioso-Administrativo de
los Tribunales Superiores de Justicia, decir que responden a la

(44) Ahora en el ámbilo conlencioso-administrativo sólo existe respecto del Tribu-
nal de Cuentas, de acuerdo con su ley de funcionamiento. Pero es una casación «norma-
lizada», al modo civil.
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doble naturaleza, estatal y autonómica, que de la ley se desprende,
como no podía ser menos (45).

Así, la Justicia, junto con Defensa y Relaciones Internaciona-
les, constituyen títulos de soberanía, inseparables de las funciones
propias del Estado (46).

Pero no significa eso que hayan de ejercitarse en un Estado
descentralizado de forma igual a su ejercicio en un Estado centra-
lista.

Por lo que hace a la Justicia, además de otros importantes
temas que no vienen ahora al caso, los Tribunales Superiores
cumplen esa doble exigencia de atender, de un lado, a una confi-
guración autonómica y, de otra parte, a sus ineludibles exigencias
estatales. Lo hemos visto al desmenuzar las distintas competen-
cias y atribuciones (47).

Y nos parece acertada la fórmula. Constituye un buen ejemplo
de atención al Estado, como sujeto y como organización territo-
rial.

La doble configuración que aquí recibe permite instrumentar
el principio autonómico de una manera correcta.

Las Autónomas son también Estado. La justicia que ha de
impartirse en ellas ha de atender a esa doble filosofía. Y la propia
fórmula organizativa —con participación de las Comunidades
Autónomas— es bastante correcta, y constituye una muestra más
de que las altas funciones de soberanía pueden atender también a
las exigencias autonómicas y que, por su lado, hay instancias y
elementos, estructuras del ordenamiento, que han de servir para
que el principio autonómico sea cada vez más autonomía-partici-
pación, y no autonomía-separación.

Otra cosa será que la configuración pretendida por el Antepro-
yecto sea la más correcta.

Ya la hemos criticado. Quizá ese paralelismo, como vía de
principio, sea correcto. Pero tiene que matizarse, efectivamente,

(45) Los Tribunales Superiores de Justicia son órganos exquisitamente estatales, y
no hay duda posible sobre ello. Cuando nos referimos a su «naturaleza autonómica»
utilizamos la expresión en sentido figurado, para atender, dicho en términos descripti-
vos, al necesario enraizamiento que han de tener en su Comunidad Autónoma como cul-
minación de la planta judicial en dicho ámbito.

(46) Sobre el carácter exclusivamente estatal de la «Administración de Justicia» y la
distinción —que será muy utilizada doctrinalmente— con la "Administración de la Admi-
nistración de Justicia», vid. la Sentencia 56/1990 del Tribunal Constitucional, citada,
FJ 6.

(47) En este sentido, la citada Sentencia 56/1990, a propósito del recurso de casa-
ción. Vid. FJ 35.
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con otros principios de no menor importancia. Tales como la enti-
dad del aclo objeto de recurso, su cuantía, etc.

En todo caso, urge ya que, de una vez por todas, se atienda a la
necesidad de regular la jurisdicción conlencioso-administrativa,
a fin de evitar el zigzagueante parcheo en que nos encontramos.

93




	Inicio
	Artículo siguiente
	Artículo anterior
	Ayuda
	1950-2003
	1950-1959
	1950
	Núm. 1. Enero-Abril
	Núm. 2. Mayo-Agosto
	Núm. 3. Septiembre-Diciembre

	1951
	Núm. 4. Enero-Abril
	Núm. 5. Mayo-Agosto
	Núm. 6. Septiembre-Diciembre

	1952
	Núm. 7. Enero-Abril
	Núm. 8. Mayo-Agosto
	Núm. 9. Septiembre-Diciembre

	1953
	Núm. 10. Enero-Abril
	Núm. 11. Mayo-Agosto
	Núm. 12. Septiembre-Diciembre

	1954
	Núm. 13. Enero-Abril
	Núm. 14. Mayo-Agosto
	Núm. 15. Septiembre-Diciembre

	1955
	Núm. 16. Enero-Abril
	Núm. 17. Mayo-Agosto
	Núm. 18. Septiembre-Diciembre

	1956
	Núm. 19. Enero-Abril
	Núm. 20. Mayo-Agosto
	Núm. 21. Septiembre-Diciembre

	1957
	Núm. 22. Enero-Abril
	Núm. 23. Mayo-Agosto
	Núm. 24. Septiembre-Diciembre

	1958
	Núm. 25. Enero-Abril
	Núm. 26. Mayo-Agosto
	Núm. 27. Septiembre-Diciembre

	1959
	Núm. 28. Enero-Abril
	Núm. 29. Mayo-Agosto
	Núm. 30. Septiembre-Diciembre


	1960-1969
	1960
	Núm. 31. Enero-Abril
	Núm. 32. Mayo-Agosto
	Núm. 33. Septiembre-Diciembre

	1961
	Núm. 34. Enero-Abril
	Núm. 35. Mayo-Agosto
	Núm. 36. Septiembre-Diciembre

	1962
	Núm. 37. Enero-Abril
	Núm. 38. Mayo-Agosto
	Núm. 39. Septiembre-Diciembre

	1963
	Núm. 40. Enero-Abril
	Núm. 41. Mayo-Agosto
	Núm. 42. Septiembre-Diciembre

	1964
	Núm. 43. Enero-Abril
	Núm. 44. Mayo-Agosto
	Núm. 45. Septiembre-Diciembre

	1965
	Núm. 46. Enero-Abril
	Núm. 47. Mayo-Agosto
	Núm. 48. Septiembre-Diciembre

	1966
	Núm. 49. Enero-Abril
	Núm. 50. Mayo-Agosto
	Núm. 51. Septiembre-Diciembre

	1967
	Núm. 52. Enero-Abril
	Núm. 53. Mayo-Agosto
	Núm. 54. Septiembre-Diciembre

	1968
	Núm. 55. Enero-Abril
	Núm. 56. Mayo-Agosto
	Núm. 57. Septiembre-Diciembre

	1969
	Núm. 58. Enero-Abril
	Núm. 59. Mayo-Agosto
	Núm. 60. Septiembre-Diciembre


	1970-1979
	1970
	Núm. 61. Enero-Abril
	Núm. 62. Mayo-Agosto
	Núm. 63. Septiembre-Diciembre

	1971
	Núm. 64. Enero-Abril
	Núm. 65. Mayo-Agosto
	Núm. 66. Septiembre-Diciembre

	1972
	Núm. 67. Enero-Abril
	Núm. 68. Mayo-Agosto
	Núm. 69. Septiembre-Diciembre

	1973
	Núm. 70. Enero-Abril
	Núm. 71. Mayo-Agosto
	Núm. 72. Septiembre-Diciembre

	1974
	Núm. 73. Enero-Abril
	Núm. 74. Mayo-Agosto
	Núm. 75. Septiembre-Diciembre

	1975
	Núm. 76. Enero-Abril
	Núm. 77. Mayo-Agosto
	Núm. 78. Septiembre-Diciembre

	1976
	Núm. 79. Enero-Abril
	Núm. 80. Mayo-Agosto
	Núm. 81. Septiembre-Diciembre

	1977
	Núm. 82. Enero-Abril
	Núm. 83. Mayo-Agosto
	Núm. 84. Septiembre-Diciembre

	1978
	Núm. 85. Enero-Abril
	Núm. 86. Mayo-Agosto
	Núm. 87. Septiembre-Diciembre

	1979
	Núm. 88. Enero-Abril
	Núm. 89. Mayo-Agosto
	Núm. 90. Septiembre-Diciembre


	1980-1989
	1980
	Núm. 91. Enero-Abril
	Núm. 92. Mayo-Agosto
	Núm. 93. Septiembre-Diciembre

	1981
	Núm. 94. Enero-Abril
	Núm. 95. Mayo-Agosto
	Núm. 96. Septiembre-Diciembre

	1982
	Núm. 97. Enero-Abril
	Núm. 98. Mayo-Agosto
	Núm. 99. Septiembre-Diciembre

	1983
	Núm. 100. Enero-Diciembre

	1984
	Núm. 103. Enero-Abril
	Núm. 104. Mayo-Agosto
	Núm. 105. Septiembre-Diciembre

	1985
	Núm. 106. Enero-Abril
	Núm. 107. Mayo-Agosto
	Núm. 108. Septiembre-Diciembre

	1986
	Núm. 109. Enero-Abril
	Núm. 110. Mayo-Agosto
	Núm. 111. Septiembre-Diciembre

	1987
	Núm. 112. Enero-Abril
	Núm. 113. Mayo-Agosto
	Núm. 114. Septiembre-Diciembre

	1988
	Núm. 115. Enero-Abril
	Núm. 116. Mayo-Agosto
	Núm. 117. Septiembre-Diciembre

	1989
	Núm. 118. Enero-Abril
	Núm. 119. Mayo-Agosto
	Núm. 120. Septiembre-Diciembre


	1990-1999
	1990
	Núm. 121. Enero-Abril
	Núm. 122. Mayo-Agosto
	Núm. 123. Septiembre-Diciembre

	1991
	Núm. 124. Enero-Abril
	Núm. 125. Mayo-Agosto
	Núm. 126. Septiembre-Diciembre

	1992
	Núm. 127. Enero-Abril
	Núm. 128. Mayo-Agosto
	Núm. 129. Septiembre-Diciembre

	1993
	Núm. 130. Enero-Abril
	Núm. 131. Mayo-Agosto
	Núm. 132. Septiembre-Diciembre

	1994
	Núm. 133. Enero-Abril
	Núm. 134. Mayo-Agosto
	Núm. 135. Septiembre-Diciembre

	1995
	Núm. 136. Enero-Abril
	Núm. 137. Mayo-Agosto
	Núm. 138. Septiembre-Diciembre

	1996
	Núm. 139. Enero-Abril
	Núm. 140. Mayo-Agosto
	Núm. 141. Septiembre-Diciembre

	1997
	Núm. 142. Enero-Abril
	Núm. 143. Mayo-Agosto
	Núm. 144. Septiembre-Diciembre

	1998
	Núm. 145. Enero-Abril
	Núm. 146. Mayo-Agosto
	Núm. 147. Septiembre-Diciembre

	1999
	Núm. 148. Enero-Abril
	Núm. 149. Mayo-Agosto
	Núm. 150. Septiembre-Diciembre


	2000-2003
	2000
	Núm. 151. Enero-Abril
	Núm. 152. Mayo-Agosto
	Núm. 153. Septiembre-Diciembre

	2001
	Núm. 154. Enero-Abril
	Núm. 155. Mayo-Agosto
	Núm. 156. Septiembre-Diciembre

	2002
	Núm. 157. Enero-Abril
	Núm. 158. Mayo-Agosto
	Núm. 159. Septiembre-Diciembre

	2003
	Núm. 160. Enero-Abril
	Núm. 161. Mayo-Agosto
	Núm. 162. Septiembre-Diciembre



	Núm. 124 Enero-Abril 1991
	CUBIERTA Y PRIMERAS
	SUMARIO
	ESTUDIOS
	R. Martín Mateo. Administración de los recursos hídricos. Aspectos institucionales y modalidades gestoras
	L. Tolivar Alas. Aspectos jurídico-administrativos de la protección de menores
	J. E. Soriano García. Los poderes del juez, la Ley y la reforma del contencioso
	F. Balaguer Callejón. La integración del Derecho autonómico y la aplicación supletoria del Derecho estatal
	C. Carrasco Canals. El Banco de España y las Cajas de Ahorro
	E. García de Enterría. ¿Es inconveniente o inútil la proclamación de la interdicción de la arbitrariedad como principio constitucional? Una nota

	JURISPRUDENCIA
	Comentarios monográficos
	A. Martínez Marín. El recurso de amparo electoral en las elecciones municipales generales de 10 de junio de 1987
	J. Suay Rincón. El control de la actividad discrecional de la Administración: El error en la apreciación de los hechos
	J. A. Razquin Lizarraga. La doctrina constitucional sobre los derechos históricos de los territorios forales: De la negación al reconocimiento
	T. Pou Viver. La obligación de la Administración de contestar a una petición impide estimar su alegación de prescripción del crédito

	Notas
	T. Font i Llovet y J. Tornos Mas. Contencioso-administrativo: En general
	Personal. 


	CRÓNICA ADMINISTRATIVA
	España
	J. M. Bretal Vázquez. Vigencia y efectos de las leyes. Algunos ejemplos recientes
	M. Lafuente Benaches. Las ayudas económicas a la cinematografía española
	F. A. Castillo Blanco. Los consorcios de entidades locales: Análisis y valoración a la luz de la nueva legislación de Régimen local

	Extranjero
	L. F. Colaço Antunes. Los intereses difusos: Ubicación constitucional. Tutela jurisdiccional y «acción popular de masas»
	A. Embid Irujo. El Coloquio de Heidelberg sobre el control judicial de las decisiones administrativas
	F. Sainz Moreno. Transmisión hereditaria de la indemnización por daños morales. (Sobre la reforma del parágrafo 847 del C. Civil alemán y la situación en el Derecho español)


	DOCUMENTOS Y DICTÁMENES
	Traducción y Notas: A. Fanlo Loras. La Ley italiana de 7-8-1990 de nuevas normas en materia de procedimiento administrativo y de derecho de acceso a los documentos administrativos

	BIBLIOGRAFÍA


